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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 42
               Octubre 30 y 31 de 2013

 


La Corte Constitucional encontró que el Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales celebrado entre la República de Colombia y la Confederación Suiza respeta las normas y postulados superiores 
	    II.  EXPEDIENTE LAT-404 -   SENTENCIA  C-750/13  (Octubre 30)
          M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez




1.
Norma revisada

LEY 1594 DE 2012 (diciembre 21), aprobatoria del “Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza”, hecho en Davos Suiza, el 28 de enero de 2011”.

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el “Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza”, hecho en Davos Suiza, el 28 de enero de 2011”.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1594 de 2012, por medio de la cual se aprueba el “Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza’ hecho en Davos Suiza, el 28 de enero de 2011”.

3.
Síntesis de los fundamentos

Una vez cumplida la revisión constitucional del Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza, y de su ley aprobatoria, la Ley 1594 de 2012, la Corte concluyó que los mismos, tanto en su aspecto formal como en su contenido material, resultan acordes con la Constitución Política. Por una parte, constató que se cumplieron a cabalidad con los requisitos de procedimiento exigidos por la Constitución y el Reglamento del Congreso para aprobar la ley que incorpora el Tratado al derecho interno; de otra, encontró que los fines y propósitos del Tratado, así como el contenido del mismo, se aviene a los postulados superiores, de respeto a la soberanía, la autodeterminación de los pueblos y el reconocimiento de los principios del derecho internacional, permitiendo a la vez dar cumplimiento a los fines esenciales del estado previstos en el artículo 2º de la Carta, al igual que el cabal cumplimiento de la función pública de administrar justicia. El Tribunal encontró que el referido instrumento se adecua al modelo adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante Resolución 112 del 9 de diciembre de 1998, que guía la articulación y armonización de los instrumentos de colaboración judicial bilateral.   

Mediante el Tratado revisado la concertación eficiente de los Estados, en procura de unir esfuerzos para enfrentar una grave realidad que, en mayor o menor medida, afecta a una gran parte de Naciones del mundo, como es el aumento del delito en sus diversas modalidades, el cual viene adquiriendo dimensiones transnacionales. Con el fortalecimiento de los mecanismos de cooperación judicial entre el Estado colombiano y la Confederación Suiza, se busca evitar el incremento de las actividades delictivas y facilitar la toma de medidas cautelares o definitivas sobre el producto e instrumentos del hecho punible, teniendo en cuenta que desborda y transciende las fronteras entre las naciones. 

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto
Los magistrados María Victoria Callle Correa y Luis Ernesto Vargas Silva manifestaron su salvamento de voto, toda vez que consideraron que en el debate sobre la Ley 1594 de 2012 aprobatoria del Tratado de Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre Colombia y la Confederación Suiza, se rompió la cadena de anuncios previos de la sesión en que se votará un proyecto de ley como lo exige el inciso final del artículo 160 de la Constitución.  En la sentencia se afirma que el proyecto fue anunciado de manera ininterrumpida en cada una de las sesiones que tuvieron lugar entre el 1 de noviembre y el 7 de diciembre de 2011, fecha en la cual el proyecto se anunció para la “próxima sesión”, que efectivamente tuvo lugar el 21 de marzo de 2012. Pero dado que ese día se aprobó una modificación del orden del día para dedicar la sesión a discutir el TLC con Estados Unidos, en la ponencia se afirma que “debe entenderse que la próxima sesión que siguió a la celebrada el 7 de diciembre de 2011 para efectos de aprobar proyectos de ley por parte de la comisión fue la realizada el 27 de marzo de 2012”. A juicio de los Magistrados Calle Correa y Vargas Silva, en la sesión del 21 de marzo de 2012 se rompió la cadena de anuncios, debido a que el proyecto había sido anunciado para ser debatido y aprobado ese día y, pese que ello no ocurrió por el cambio en el orden del día, al finalizar dicha sesión no se reanudó el anuncio de este proyecto para la sesión siguiente. 
Los magistrados Calle Correa y Vargas Silva consideraron que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 202 de la Ley 5ª de 1992 y los criterios fijados en la sentencia C-203 de 1995
 y reiterados en posteriores pronunciamientos, el vicio de procedimiento antes aludido era subsanable. Ello, porque la Constitución no fija plazos determinados para que una ley aprobatoria de tratado sea aprobada en el Congreso, razón por la cual no existía un obstáculo de orden constitucional que impidiera devolver la ley a la Cámara de Representantes para que enmendara los defectos observados durante el trámite de este proyecto de ley tanto en la Comisión como en la Plenaria de dicha Corporación. Una vez subsanados los vicios de procedimiento, podría la Corte entrar a emitir un pronunciamiento de fondo sobre el contenido del referido tratado y de su ley aprobatoria.
Por otra parte, los magistrados Calle Correa y Vargas Silva aclararon el voto respecto de la constatación del cumplimiento de la regla de votación nominal y pública, excepto en los casos previstos en la ley (art. 133 CP.). Entre estas excepciones, el artículo 129, numeral 16 de la Ley 5ª de 1992 establece la posibilidad de aprobar un proyecto por votación ordinaria cuando exista unanimidad por parte de la respectiva comisión o plenaria para aprobar o negar todo o parte del articulado de un proyecto, a menos que alguno de los miembros de la célula legislativa solicite que se efectúe votación nominal y pública.
A juicio de los magistrados Calle Correa y Vargas Silva, si bien consta que en los cuatro debates el proyecto se aprobó mediante votación ordinaria, en el caso de los debates surtidos en la Comisión Segunda y en la Plenaria de la Cámara de Representantes, no existe constancia expresa ni elementos que permitan inferir que el proyecto haya sido aprobado por unanimidad.  Advirtieron que, si bien en la ponencia aprobada por la mayoría se afirma que en todos los debates del proyecto se aprobó la omisión de lectura del articulado, para inferir de ello la existencia de unanimidad que permitiera la aprobación del proyecto mediante votación ordinaria, lo cierto es que tal situación sólo se acredita en el primer debate, surtido ante la Comisión Segunda del Senado, sin que exista constancia en los debates siguientes respecto de la aprobación de omitir la lectura del articulado.  A juicio de los Magistrados Calle Correa y Vargas Silva, con tal proceder se debilitan en extremo los requisitos que deben verificarse para que proceda la votación ordinaria, lo que genera que este tipo de votación, que debería ser la excepción, se convierta en la regla.
En tal sentido, la Sala debió atender al precedente establecido en decisiones anteriores
 para, de este modo, mantener una línea consistente en la exigencia de verificar y dejar constancia explícita del número de votos con el que se aprueba cualquier proyecto, pues así lo exige el parágrafo 1º del art. 129 Ley 5ª de 1992. De lo contrario, sostienen los Magistrados, se seguirá fomentando la práctica de consignar de manera ambigua el resultado de la votación de los proyectos de modo tal que se presuma la existencia de unanimidad y, de este modo, la votación ordinaria, que debería ser excepcional, se convierta en la regla, impidiendo de este modo satisfacer las exigencias de claridad y publicidad que el propio legislador estableció respecto a este tipo de votación.
En el mismo sentido, el magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo explicó su discrepancia con la decisión de mayoría, señalando que la ley demandada debió ser devuelta al Congreso para subsanar el vicio procesal en el que se incurrió por haberse roto, en diversas ocasiones, la cadena de anuncios, en armonía con el artículo 202 de la Ley 5 de 1992, sin que ello suponga, en lo más mínimo, vaciar de contenido el principio de la instrumentalidad  de las formas, pues, por el contrario, el trámite procesal omitido resulta trascendente en virtud de un mandato constitucional expreso.
En este caso, a su juicio, la sucesiva interrupción de la cadena de anuncios como se evidenció en el trámite que se imprimió en el Senado de la República al proyecto “por el cual se aprueba el Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales entre la República de Colombia y la Confederación Suiza, hecho en Davos, Suiza, el 28 de enero de 2011”, no permite concluir claramente que se haya dado cumplimiento al presupuesto, según el cual el anuncio debe permitir determinar la sesión futura en la cual va a tener lugar la votación del proyecto de ley en discusión, como tampoco que se haya satisfecho el presupuesto de que la votación se haya realizado de manera nominal y pública”.
Por otra parte, el magistrado Jorge Iván Palacio Palacio salvó parcialmente el voto, toda vez que si bien comparte la decisión de exequibilidad de la Ley 1594 de 2012 y del Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Asuntos Penales celebrado entre Colombia y la Confederación Suiza, considera que al igual que en el caso reciente, fallado mediante la sentencia C-677/13, la Corte ha debido sujetar la constitucionalidad de este tratado, a la formulación de una declaración interpretativa consistente en que en el momento en que se informe al citado sobre la invitación elevada por la Parte solicitante, el Ministerio de Justicia, en su calidad de Autoridad Central, se ilustrara al compareciente sobre (i) la posibilidad de acceder a un traductor oficial y apoderado para que lo asistan en todas las diligencias; (ii) el alcance de las garantías constitucionales a las que tiene derecho; (iii) la estructura básica del proceso penal en ese Estado y, especialmente, la regulación aplicable a la diligencia para la cual fue citado y las responsabilidades que se podrían derivar de su ejecución.

A juicio del magistrado Palacio Palacio, aunque en el tratado se adoptan medidas dirigidas a garantizar la comparecencia de testigos, víctimas, peritos y personas detenidas ante la autoridad competente del Estado solicitante, encuentra que esas medidas son similares a las que se adoptaron en el Tratado de Asistencia Legal Recíproca en Materia Penal suscrito entre Colombia y la Federación de Rusia revisado por la Corte en la sentencia C-677/13.   
En la misma línea, aclararon su voto los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Alberto Rojas Ríos, en cuanto participan de la declaración de exequibilidad del Tratado sobre Asistencia Legal Mutua en Materia Penal suscrito con la Confederación Suiza, pero consideran que el contenido de la declaración interpretativa inicialmente propuesta y no acogida por la mayoría, debe hacer parte de la ratio decidendi  en lo relacionado con las garantías de que deben gozar los comparecientes citados por el Estado solicitante.  
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Presidente 
� MP. José Gregorio Hernández Galindo.
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